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Sin duda la iniciativa de represamiento de crudo pe-
sado en el campo ITT ha levantado grandes expec-
tativas en algunos círculos políticos y sociales del 
Ecuador y del mundo. Algunos de estos, por ejem-
plo los círculos en los cuales se toman las decisio-
nes de gobernanza ambiental en el Ecuador, parecen 
apuntarle al fracaso del proyecto aduciendo la eter-
na necesidad de recursos económicos que tiene el 
Estado. Esta postura es cuestionable cuando se to-
man en cuenta las cifras de ingreso por petróleo al 
presupuesto del Estado, el despilfarro de dinero que 
representan los subsidios al consumo del que goza-
mos los ecuatorianos y el bajo impacto que este  
 
 

 
 
modelo ha tenido en la reducción de la inequidad 
desde que se explota petróleo en el Ecuador. 
El gremio conservacionista, por su parte, una vez 
más ha mostrado su desunión cuando salió a flote la 
propuesta. El “ala radical” del movimiento recibió 
críticas de sus pares más “moderados” por respal-
dar un esquema de manejo de servicios ambientales 
criticado férreamente por ellos en el pasado. El ala 
moderada en cambio no ha podido o no ha querido 
posicionar abiertamente el tema en la opinión públi-
ca. No se ha pronunciado tal vez por cautela abierta 
y masivamente a favor o en contra del gobierno, 
mostrando nuevamente su falta de visión para apro-
vechar momentos políticos importantes que le sir-
van para construir sobre la poca representatividad 
que tiene entre la población del país. 
 
El reducido mundo académico ecuatoriano ha deba-
tido junto a activistas y algunos representantes del 
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El gobierno del economista Rafael Correa planteó a Ecuador y al mundo la posibilidad de contribuir a la 
estabilidad climática global, evitando la liberación de millones de toneladas de dióxido de carbono que 
provendrían de la combustión de un mil millones de barriles de petróleo que se podrían explotar en el eje 
ITT del Yasuní. La propuesta  implica dos posibilidades: a) Mantener el petróleo “in situ” (no explotarlo) y 
a cambio de los servicios ambientales que presta el bosque del Yasuní, en base a diversos mecanismos fi-
nancieros, recibir anualmente del concierto internacional el 50% de recursos económicos que generaría la 
explotación del ITT en el mismo lapso; b) Postergar hasta septiembre del 2008 la decisión de optar por: 
convocar a licitación internacional del ITT si es que no funciona la primera alternativa,  o que la empresa 
estatal desarrolle el campo con recursos propios  o mediante alianzas estratégicas con empresas estatales. 
La opción es crear  un fondo de compensación (fideicomiso administrado por organismos internacionales 
y/o ONGs ambientalistas) cuyo rendimiento sea transferido al Estado ecuatoriano para proyectos destina-
dos a la conservación y al desarrollo social. Puede darse  a partir de donaciones de gobiernos, mecanis-
mos de canje de deuda externa por conservación, aportes de organizaciones internacionales de conserva-
ción y derechos humanos, y donaciones de ciudadanos de todo el mundo, quienes podrían “comprar” 
simbólicamente barriles de crudo represado en el Parque Yasuní.  

De lo expuesto surgen tres problemáticas que deberían profundizarse: a) ¿Cuáles son las implicaciones 
predecibles de una política nacionalista en el sector perolero?, b) ¿Qué perspectivas abre este tipo de po-
lítica para el manejo de la renta petrolera?, c) ¿Qué viabilidad política y económica tiene la propuesta de 
no extraer las reservas probadas de los campos ITT? Al respecto el análisis aún no inicia. 
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Estado la propuesta de represamiento y, ha sabido 
señalar algunas de las falencias, imprecisiones e in-
congruencias que se proponen.  Esto con un tono 
implícito de escepticismo y anticipación del fracaso 
de la misma, al recordar constantemente - y no con 
poca razón -  lo destructivos que han sido los 38 
años de política extractivista en la amazonía, tanto 
ambiental como culturalmente. 
 
La opinión pública por su lado, una vez más desin-
formada en su mayoría de la iniciativa, cumple un 
papel bastante pasivo en la actualidad, sin embargo, 
seguramente será el receptáculo de versiones cada 
una más radical que la otra sobre los beneficios im-
pactos del proyecto una vez que éste sea apropiado 
como elemento clave de campaña electoral post-
asamblea constituyente. 
 
De esta forma, mantener el crudo en tierra, brin-
dándole al mundo una oportunidad para empezar a 
cambiar la forma de ver el uso de los recursos natu-
rales y poner en movimiento una de las propuestas 
más innovadoras que se han hecho desde el tercer 
mundo para la reducción de gases de efecto inver-
nadero, parece ser una tarea compleja con muchos 
retos casa adentro. Es en este espacio donde los 
impulsores de la propuesta todavía no han podido 
construir un apoyo que la sostenga frente a las múl-
tiples incertidumbres de un mercado mundial de 
servicios ambientales que todavía es espurio y un 
mercado energético controlado por la demanda de 
los países industrializados y no por la oferta. 
La petición presentada por el gobierno ecuatoriano 
a la comunidad internacional para ser compensado 
por el costo de oportunidad de dejar el crudo en el 

subsuelo (El presidente Correa habla de 4500 millo-
nes de dólares en un período todavía incierto) 
(Larrea, 2007) parece haber recibido una acogida 
limitada que hasta el momento no pudo ser canali-
zada con la creación de una adecuada estructura 
administrativa burocrática que permita integrar la 
propuesta en el esquema actual de gobernanza 
energética del país de una forma que provoque una 
reforma en este y lo oriente hacia la eficiencia en la 
extracción y hacia la justicia distributiva de la renta 
que se produce. 
Si bien la imagen ecologista del Ecuador se pudo 
haber visto beneficiada por tal iniciativa, las señales 
contradictorias que da el Estado a la comunidad in-
ternacional a la que acude por ayuda, cuando conce-
de una licencia ambiental a Petrobras para operar el 
bloque 31 en el mismo Yasuní (MAE, 2007), busca 
memorandum de entendimiento con otras empre-
sas (SINOPEC-ENAP-PETROBRAS) y mantiene 
conversaciones con PDVSA para explotar el ITT 
(Narváez, 2007), hacen prever que una vez más, el 
extractivismo pondrá en grave riesgo los recursos 
del área protegida más grande y biodiversa del Ecua-
dor continental. 
Los 920 millones de barriles que ofrece el ITT para 
una explotación de 20 años, y con ellos la fuente de 
ingresos que se pueden esperar para el próximo 
período de gobierno, parecen ganarle de momento 
la pulseada a la que ha sido denominada una pro-
puesta “ecologista utópica” (Fontaine, 2007) que no 
ha podido llegar a ser lo suficientemente antisisté-
mica al no poder calar profundamente en las ende-
bles iniciativas internacionales no solo para reducir 
las emisiones -sino y tal vez más importante y de 
fondo- para reducir el consumo de energía y acele-
rar el necesario cambio tecnológico en el primer 
mundo. Podemos concluir de momento que ni casa 
adentro ni casa afuera la propuesta ha sido vendida 
adecuadamente como una idea con 1) potencial de 
cambio de viejas estructuras ineficaces de extrac-
ción y redistribución y 2) de replicabilidad mundial 
como parte de un nuevo 
modelo de consumo de 
energía, y el inicio de una 
larga travesía hacia la con-
secución de una sustentabi-
lidad energética global. 
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